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La figura de la expulsión en la nueva política migratoria del Estado Plurinacional de Bolivia en el marco de la gobernabilidad migratoria
Resumen: El enfoque de la gobernabilidad migratoria asociado al discurso de los Derechos humanos, legitiman un conjunto de instrumentos que llevarían adelante “control con rostro humano” sobre las personas migrantes. Preliminarmente, presentamos un análisis de la figura de la expulsión en las políticas migratorias del Estado  Plurinacional de Bolivia pasadas y presente. 

Introducción
La cuestión de las migraciones internacionales es un tema objeto de las políticas estatales en tanto “la monopolización estatal del derecho a autorizar y regular los movimientos migratorios ha sido consustancial al proceso de construcción de los Estados nacionales”  (Gil Araujo, 2009:13). En la construcción misma de la categoría de inmigrante, en las “legitimaciones” que se intentan dar a esta presencia no-nacional y en las categorías y acciones que se desprenden del conjunto de programas y políticas que se construyen desde los diferentes Estados para dar forma y orden a estos movimientos de población, es al propio Estado y a la sociedad a quienes se está definiendo y pensando.
En la actualidad asistimos a cierto consenso internacional, promovido desde actores internacionales como agencias de Naciones Unidas y la Organización Internacional para las Migraciones (OIM) o foro regionales como las distintas Conferencias Sudamericana de Migraciones realizadas, que propone la adopción del enfoque de la gobernabilidad migratoria asociado al discurso de los derechos humanos de los migrantes y que llevaría a poner en marcha un control con rostro humano sobre los sujetos que migran.  (Domenech, 2011) Es decir, esta construcción discursiva y política legitima la continuidad o la instrumentación de formas restrictivas o coercitivas, no con el propósito de hacer efectivos los derechos humanos de los inmigrantes, sino para obtener mayores resultados en la administración eficaz de los flujos migratorios.
La figura de la expulsión es uno de los componentes del control y autoridad que ejercen los Estados sobre las migraciones más “naturalizado” como mecanismo coercitivo. Sin embargo, genera controversias relacionadas tanto al ideario político que la sustenta como a los procedimientos administrativos o legales que supone su ejecución, en el marco de perspectivas políticas que contemplan el derecho a la migración como derecho humano. Teniendo en cuenta cada contexto histórico, este recurso que dispone el Estado como autoridad política de un territorio, se ha configurado de manera arbitraria y en la mayoría de los casos, estuvo reñido con los derechos de los propios migrantes. Sólo a modo de ejemplificación de lo enunciado, se pueden recordar las distintas leyes promulgadas y los procedimientos administrativos de detención, internamiento  y expulsión ejecutados por varios países de la Unión Europea y Estados Unidos
, que desde el 11-S  reforzaron el ideario securitario de una cultura global punitiva y bélica.
Como hemos expresado en el párrafo precedente, la expulsión como mecanismo coercitivo del Estado puede fundar sus razones de ejecución en cuestiones referidas a la seguridad nacional, orden público, salud, moral pública, etc. A su vez, está compuesto por un conjunto de procedimientos que involucra, en distintas dimensiones y con variadas consecuencias, tanto al sistema político como al sistema jurídico-penal. También, de acuerdo a las orientaciones que asuman los requisitos o reglas que fijan las políticas públicas migratorias para proceder a la expulsión, éstas pueden suscitar conflictos con los principios fundamentales que conforman el ordenamiento jurídico internacional y los derechos, garantías y libertades de los migrantes.
Ahora bien, por lo expresado queda claro que el análisis de la figura de la expulsión amerita su tratamiento por caso nacional, considerando las específicas condiciones contextuales-históricas del mismo, las definiciones sobre el estatus jurídico reconocido al migrante y los enfoques ideológicos que sustentan la visión del Estado sobre el control de los flujos migratorios. Es en este cruce que se puede examinar o interrogar un conjunto de  procesos de exclusión, que aparecen modelados por las figuras del “descontrol”, “desorden”, “anomalía”, “alarma social” que provoca la presencia de un “otro”, extranjero y al fin, extraño.
Dado el espacio acotado para formular un análisis exhaustivo, nuestra propuesta es ofrecer un panorama preliminar de la configuración de una medida como la expulsión en las políticas migratorias del Estado  Plurinacional de Bolivia
. En particular, nos referiremos a los aspectos introducidos en esta materia por la nueva legislación vigente a partir de la sanción de la Ley Nro. 370 del 8 de Mayo de 2013 y el decreto Supremo que la reglamenta. 
Breve recorrido histórico sobre las políticas migratorias en el Estado Plurinacional de Bolivia
En general, dentro del terreno de la producción académica, no se ha prestado demasiada atención al análisis de las políticas migratorias en Bolivia, en un relevamiento que hemos realizado sobre las publicaciones referidas a este tema, podemos citar el trabajo de Domenech y Magliano (2009) que examina, en una primera parte y desde una perspectiva histórica, el marco normativo que ha llevado adelante el Estado nacional boliviano, en materia de migraciones, desde su etapa de constitución y durante el S XX. En una segunda parte, aborda la configuración del discurso oficial sobre la cuestión migratoria a partir de la llegada del MAS al gobierno de Bolivia en el año 2006, debido a su jerarquización como tema de agenda política por parte del presidente Evo Morales Ayma.

Tomando en consideración este análisis, es posible definir tres continuidades en las políticas migratorias que se mantienen a lo largo del siglo pasado: en primer lugar, la preocupación por los flujos migratorios de bolivianos al exterior; en segundo lugar, el fomento de la migración europea para suplir las necesidades demográficas del país; y en tercer lugar, la continuidad de un discurso oficial basado en una visión restrictiva y selectiva de las corrientes que debían arribar al país” (Domenech y Magliano, 2009: 201-202)

Históricamente, el Estado Plurinacional de Bolivia no ha sido considerado un país de destino para las distintas corrientes migratorias internacionales en el Cono Sur. Sin embargo, desde su formación como Estado nación, fomentó la inmigración -en particular la europea- considerando a la población como elemento que representa “crecimiento y riqueza”, es decir, las políticas asocian a la figura del inmigrante con la del colono. Este aspecto se enunció en el Primer Decreto de Antonio José de Sucre del 24 de Mayo de 1826 y se sostuvo como idea orientadora de las sucesivas (re)formulaciones de leyes y decretos en materia migratoria durante el Siglo XX. 
Adelantándonos más en el tiempo, durante la dictadura militar de Hugo Banzer Suárez en 1976 se vuelve a re-editar el binomio inmigrante-colono reconociendo “(…) la inmigración como un instrumento de política demográfica, destinado especialmente a crear o impulsar proyectos de colonización, mediante la utilización de recursos humanos para cubrir el déficit poblacional y lograr el incremento de la producción agropecuaria del país.” (art. 1 Decreto-Ley n°13344, 30 de enero de 1976) 

A pesar de este interés por el fomento de la inmigración, sólo en determinadas coyunturas sociales y políticas, algunos inmigrantes llegaron al país. (OIM, 2011) Otro aspecto significativo de los flujos migratorios en Bolivia es la emigración que se ha mantenido como un proceso creciente en distintos contextos históricos del siglo XX, asociada a factores económicos, sociales y conflictividad política desde los años ochenta en adelante. (OIM, 2011)
En la actualidad, según datos del Censo Nacional de Población y Vivienda del año 2012, un total de 562.461 bolivianas y bolivianos emigraron entre 2001 y 2012. Argentina continúa como el principal destino de la emigración, seguido de España, Brasil, Chile y Estados Unidos. (CNPV-INE, 2013)
Ahora bien, frente a este panorama trazado, el interrogante que planteamos es: ¿qué papel ha jugado un mecanismo de control como la expulsión diferentes contextos socio-históricos de Bolivia? Es necesario pensar entonces en aquella visión restrictiva y selectiva sobre los flujos migratorios que sostiene el Estado nacional boliviano materializado en una marco normativo cuyas acciones de control sobre la movilidad de las personas estaba referido a quienes eran considerados migrantes “deseables” o “indeseables”. Así, la política migratoria de  principios del Siglo XX, aparece de puertas abiertas a la migración europea, selectiva frente a algunos colectivos y restrictiva (punitiva) a la emigración. (Domenech y Magliano, 2009). Esta visión que se construye desde el Estado liberal-conservador se sostiene en un modelo económico-político-social racialmente excluyente de su población local (indígena especialmente). Esta etapa se caracteriza por la sanción de leyes y varios decretos referidos a la inmigración y emigración en un contexto social y político conflictivo e inestable institucionalmente. En este sentido, es importante considerar la promulgación de la Ley de Residencia de 1911, que enuncia “ordenar la salida de todo extranjero cuya conducta comprometa la seguridad nacional o perturbe el orden público”  (art.  2), fue reformulada en varias oportunidades pero conservó este espíritu restrictivo e inaugura, como en Argentina en 1902, la figura de la expulsión. En 1937, un Decreto Supremo que reglamenta permisos de ingreso obliga, en su artículo 10, a  los extranjeros a prescindir de participar en cuestiones políticas y “observar conducta intachable”, sin embargo, la creciente organización sindical llevó en 1939 a la sanción de una nueva Ley de Residencia facultando al poder ejecutivo a “expulsar del país a los extranjeros indeseables” (Domenech y Magliano, 2009).

El período que abarca  desde la Revolución Nacional de 1952 hasta 1985, estuvo signado por las consecuencias sociales y políticas de dicho proceso revolucionario. La dirección política en materia migratoria se mantiene pero cobran importancia los procesos de migraciones internas (campo-ciudad) como las emigraciones hacia Argentina, principalmente. Hacia la década de los años setenta, los decretos y leyes estuvieron orientados por una visión securitaria y restrictiva que se extendió en las siguientes dos décadas. (Araujo y Eguiguren, 2009; Domenech, 2009)
Un hito importante en relación a la figura de la expulsión se da a partir del decreto-ley de Inmigración Nro. 13.334 de 1976, enuncia una serie de obligaciones para los extranjeros, continuadas en el Decreto Supremo Nro. 24.423 (Hinojosa Gordonava, 2011) Este instrumento normativo explicita en su Título sexto, capítulo VII, una directriz que está en consonancia con lo afirmado en la Ley de Residencia de 1911. Una de las causales de expulsión es que “los extranjeros” “(…) intervengan en cualquier forma en política interna o de dirección sindical o inciten por cualquier medio a la alteración del orden social, político o de las organizaciones sindicales. Que se incorporen a asociaciones que tengan directa o indirectamente fines políticos. Que intervengan en la organización o dirección de desfiles, asambleas o cualquier clase de manifestaciones públicas de carácter político o contrarias a las decisiones del Supremo Gobierno o que efectúen declaraciones o publicaciones en el mismo sentido u ofensivas a las instituciones y / o autoridades nacionales. Que inciten de alguna manera al desobedecimiento a las leyes de la República o a las autoridades legalmente constituidas; j) Que entorpezcan en cualquier forma las buenas relaciones internacionales de Bolivia o desarrollen actividades de agitación o propaganda contra los gobiernos de los países con los cuales mantenemos relaciones; k) Que incumplan la residencia que en su caso les hubiera sido impuesta (art.48). 
Este Decreto Supremo se mantuvo vigente hasta la sanción de la nueva Ley Nro. 370 del 8 de Mayo de 2013 y el decreto Supremo que la reglamenta. Si bien con la asunción del MAS al gobierno en el 2006, las migraciones ingresan como una temática relevante a la agenda de las políticas públicas, el período está signado por el debate sectorial en torno a la modificación del orden normativo vigente. 
Salida obligatoria: la expulsión en la nueva ley migratoria del Estado Plurinacional de Bolivia

La Ley de Migración n° 370 tuvo como base el anteproyecto elaborado y presentado por el diputado del MAS por Potosí Adolfo Ocampo en 2010 que luego en 2012 comenzó su proceso de discusión en la Asamblea Legislativa Plurinacional de Bolivia como Proyecto de Ley n°208/2012-2013. La Ley sancionada finalmente tiene por objeto: “regular el ingreso, tránsito, permanencia y salida de personas en el territorio del Estado Plurinacional de Bolivia, y establecer espacios institucionales de coordinación que garanticen los derechos de las personas migrantes bolivianas y extranjeras, de conformidad a la Constitución Política del Estado, los Instrumentos Internacionales en materia de Derechos Humanos ratificados por el Estado y normas vigentes” (art.1).  Su composición está orientada por un enfoque de respeto a los derechos humanos y los principios constitucionales del “vivir bien, no discriminación, equidad de género, reciprocidad, soberanía y transparencia.” Esta tendencia que manifiesta la nueva Ley está en consonancia con las orientaciones que asumió el discurso regional sobre la cuestión migratoria, guiado por el enfoque de la “gobernabilidad migratoria”. Ahora bien, si bien existe una ratificación de un trato igualitario y recíproco a los migrantes, en el reconocimiento de derechos, deberes y garantías, se expresa una limitación del derecho de expresar y difundir libremente pensamientos y opiniones “ 1) Por razones fundadas de seguridad nacional y orden público, b) Cuando se trate de cualquier forma de propaganda política o injerencia interna a favor o en contra de conflictos armados internos o internacionales, y 3) Cuando se ejerza toda apología del odio nacional, racial o religioso que constituya incitación a la discriminación, la hostilidad o la violencia.” (art.12). 
¿Qué sucede con la figura de la expulsión en esta nueva normativa orientada por un enfoque de Derechos Humanos? Es interesante revisar que si bien el título VI del capítulo único destinado a la expulsión, no se introduce bajo esa nominación, sino como “salida obligatoria y prohibición de reingreso”, termina expresando que la Dirección General de Migración previo proceso administrativo “resolverá la expulsión de la persona migrante extranjera del territorio nacional” (art. 37) que deberá concretarse en un plazo de 15 días hábiles a partir de su notificación y previa aplicación de garantías que la misma ley dispone en el artículo 15. También se plantea que: “En caso que la persona migrante extranjera incurra en actos que alteren el orden público, en tanto que no se haya ejecutoriado la resolución de salida obligatoria, la Dirección General de Migración, pondrá en conocimiento de la autoridad competente.” (art.37. inc.VI). 
Entre las causales de salida obligatoria encabeza la condición irregular del migrante referidas al incumplimiento de las normativas migratorias para ingresar, permanecer y reingresar en el país y una serie de casos específicos de naturaleza delictiva. (art. 38 inc. 3, numeral 3) Es importante marcar que el proyecto que fue objeto de análisis en la legislatura, contemplaba además entre las causales la “determinación del Ministerio de Gobierno, debido a razones de orden público y seguridad del Estado Plurinacional de Bolivia” (art. 39 inc. j) del Proyecto de Ley n°208/2012-2013). Esta consideración fue luego suprimida en la ley sancionada. 
Por su parte, el Decreto supremo que reglamenta la Ley 370 define el procedimiento administrativo para salida obligatoria y define qué faltas a la normativa migratoria son consideradas graves y gravísimas teniendo como sanción la “salida obligatoria”. Es importante destacar que una de las faltas consideradas gravísimas es el ingreso al país sin la documentación correspondiente y haber ingresado a territorio boliviano estando vigente la salida obligatoria, la misma será con carácter de “definitiva” y no “temporal”. En cuanto al proceso administrativo, el mismo estipula la notificación de la resolución administrativa debidamente fundamentada, la posibilidad para impugnar la resolución y ante una resolución favorable la persona extranjera deberá iniciar su regularización migratoria. 
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� En la legislación argentina correspondiente al autodenominado “Proceso de Reorganización Nacional”, también es posible encontrar artículos referidos a la inmigración para el “poblamiento” de determinadas zonas.





